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Consecutivo: P5-2019-01-CF-07
Bogotá, D.C. 21 de enero de 2019
Doctor: 

JORGE HERNÁN VARGAS RINCÓN
Magistrado Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá

Sala Civil Especializada en Restitución de Tierras 

La ciudad.

RADICACIÓN: 50001-31-21-001-2015-00261-01

SOLICITANTE: FLORENTINO VARGAS PATIÑO
OPOSITOR: BLANCA CARRANZA DE CARRANZA
PREDIOS: SAN JOSÉ, LA MIGAJA Y LA MIGAJA DOS
En mi calidad de Procuradora Quinta Judicial II para Restitución de Tierras, con fundamento en el numeral 7º del artículo 277 de la Constitución Política, en concordancia con el numeral 1° del artículo 24, el numeral 2 del artículo 38 y el artículo 45 del Decreto 262 de 2000 y con el literal d) del artículo 86 de la Ley 1448 de 2011, comedidamente me dirijo ante su despacho con el fin de presentar CONCEPTO en relación con la solicitud de restitución de tierras de la referencia.

ANTECEDENTES

El señor FLORENCIO VARGAS PATIÑO, mediante apoderado judicial ejerció la acción de restitución de tierras con las siguientes 
PRETENSIONES:
Que se declare que el señor Florencio Vargas Patiño y su nùcleo familiar conformado por su esposa, Mireya Martín Huertas y sus hijos, menores de edad para la época del despojo alegado, Giovanni Andrés Martín, Juan Felipe Vargas Martín y Julio César Vargas Martín fueron víctimas de despojo de los predios reclamados en restitución, en los términos de la Ley 1448 de 2011.

Que como consecuencia de la anterior declaración se ordene la restitución de los predios San José, identificado con la Cédula Catastral 50-001-00-02-002-00045-000 y Folio de Matrícula No. inmobiliaria 230- 0033061; La Migaja con Cédula Catastral 50-001-00-02-0002-0037-000, y Folio de Matrícula Inmobiliaria 230- 17072 ;  La Migaja Segunda con Cédula Catastral 50-01-00- 02-0002-0120-000 y Folio de Matrícula inmobiliaria 230- 33479, ubicados en la vereda Caños Negros del municipio de Villavicencio – Meta-.
Que se declare la nulidad de la compraventa realizada mediante Escritura Pública No. 3077 del 2 de julio de 1997 de la Notaría 20 de Bogotá por existir causa ilícita, y se ordene la cancelación del registro de dicha escritura en los folios de matrícula inmobiliaria de los bienes solicitados en restitución, y demás registros inmobiliarios realizados con posterioridad al despojo.
Que se ordene a la Administración Municipal de Villavicencio, del Departamento del Meta y a la Dirección de Impuestos Nacionales – DIAN – la condonación de toda deuda fiscal que pese sobre los inmuebles solicitados.
Que se ordene la entrega real y material de los predios solicitados.

Que se condene a la Opositora al pago de los frutos naturales y civiles producidos desde la fecha del despojo hasta la entrega del predio, los cuales estima en la suma de $18’000.000 memsuales.
Que se condene a la Opositora al pago de las costas que se lleguen a generar.

Que se ordene al Instituto Geográfico Agustín Codazzi - IGAC- la actualización de su registro cartográfico y alfanumérico, de conformidad con lo dispuesto en el literal p del artículo 91 de la Ley 1448 de 2011.

Como fundamento fáctico se narran los siguientes 

HECHOS:

Señala el apoderado del Accionante:
Que el Demandante y su familia comenzaron a ser víctimas de extorsión y amenazas desde 1993, que por su modus operandi se trataba de grupos armados ilegales bien organizados, que no correspondían a delincuencia común; que fueron obligados a pagar extorsiones a la guerrilla y posteriormente a los paramilitares.

Que constituye un hecho notorio la situación de violencia que se vivía en todo el territorio nacional y que Villavicencio constituía un área de influencia de los grupos armados ilegales, y que Víctor Carranza “era una de los más visibles financiadores y jefe de los grupos paramilitares”
Que debido a las amenazas debió pagar importantes sumas de dinero, que iban entre los 7, 10 y 12 millones de pesos, situación que puso en conocimiento de la Policía y de la Fiscalía sin obtener ningún resultado. Que en Villavicencio, por temor, ni siquiera recibían las denuncias.

Que los delincuentes conocían a los miembros de la familia del solicitante y sus datos como lugar de trabajo. Que en 1994 pegaron en las casas de los hermanos del Actor unos carteles invitando a las exequias del señor Florencio y su esposa.
Que durante el año 1995 continuaron las extorsiones con cartas y panfletos indicando el monto a pagar, el lugar y la forma de hacerlo. Sin que las autoridades tomaran cartas en el asunto, ya que solo se limitaban a aconsejar al Demandante de que no presentara denuncias porque más se tardaba en hacerlo que los delincuentes en enterarse o que las presentara en sitio distante.

Que en 1996 fue víctima en varias oportunidades de invasión a las fincas La Migaja y San José por grupos armados al margen de la ley. El Demandante no contaba con ninguna seguridad por lo que tuvo que soportar todos los atropellos para salvar su vida.
Que a principios del mes de febrero de 1997, fue secuestrado junto con su familia, habiendo negociado la liberación de su esposa e hijos, por lo que tuvo que pagar $38´000.000, que obtuvo vendiendo unos elementos personales y la través de préstamos. Por este hecho se formuló denuncia penal en la ciudad de Bogotá.
Que en el mes de marzo de 1997 volvieron a presentarse hechos de violencia, pues llegaron a la finca San José unos hombres armados, quienes amenazaron con llevarse al señor Florencio; retuvieron al administrador, y en esa oportunidad se logró reunir la suma de $5’000.000. Que del hecho son testigos los señores Nereo Cardenal Rache, Jose Vicente Vargas Patiño, Rosa Garavito Camacho, esposa de Nereo, y los hijos de estos, junto con los trabajadores de la finca "San José". Que debido a este hecho el Actor debió huir junto con su familia, quedando desarraigado y desplazado de sus fincas, centro de sus actividades económicas y familiares.
Que a los pocos días fue contactado por el abogado del señor Víctor Carranza Niño, Pedro Velandia, quien le comunicó la intención del señor Carranza de adquirir las fincas que se piden en restitución, aunque incialmente solo le dijo que le tenía el cliente.
Que el doctor Velandia le manifestó que debía vender para que se quitara ese problema de encima; que llegó incluso a amenazarlo con expresiones como que a la viuda le comprarían más barato. Ante esta situación, aconsejado por familiares y amigos, tocó decirle que sí vendía.
Que como sabían que al día siguiente regresaría a la finca, el 17 de abril de 1997 llegó el señor Carranza a las 6 de la mañana y comenzó a hacer inventario de lo que había en la finca, y le ofreció por los tres predios $2.000´000.000, aunque para la época superaban los 2’800.000.000.
Que le entregó cuatro cheques por $250.000.000 cada uno del Banco BBVA para garantizar el pago, ya que no debían ser consignados, sino esperar a que la gente de Víctor Carranza los fuera a recoger. 

Que la intención del Demandante nunca fue vender los predios pues allí estaba el centro de sus actividades y de donde obtenía el sustento para la familia.
Que el señor Víctor Carranza afirmó que no tenía por qué preocuparse, pero que sin embargo a las dos horas de haberse marchado llegaron el abogado Pedro Velandia y unos hombres armados con la orden para recibir la finca, y no le permitieron ni si quiera sacar sus objetos personales, ni de los niños. Tampoco los semovientes.
Que el 2 de julio de 1997 se firmaron las escrituras a nombre de la señora Blanca Carranza de Carranza; que solo recibió la suma de $150.000.000. Que después nunca más se recibieron extorsiones o amenazas porque los delincuentes sabían que no le quedaban recursos para seguir pagando el boleteo.
Que el victimario no cumplió con el pago del irrisorio precio que había ofrecido.
Que el Accionante acudió a muchos abogados para que lo representaran, pero nadie aceptó el mandato por temor a arriesgar su vida.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

El apoderado judicial del demandante como fundamentos de derecho señala los artículos 75, 76, 80, 81, 84, 91 y siguientes de la Ley 1448 de 2011 y concordantes del C. de P.C.
Con ocasión de la demanda presentada se desplegó la siguiente,

ACTUACIÓN PROCESAL

El Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Villavicencio, admitió la demanda mediante auto de 19 de octubre de 2015  y vinculó a las señoras María Blanca Carranza de Carranza y a María Lucila Gutiérrez León y ordenó las notificaciones del caso; nombrándose curador Ad Litem a esta última, después de haberse surtido emplazamiento; por auto del 1 de junio de 2016 decretó pruebas y admitió como opositoras a María Blanca Carranza de Carranza y a Inversiones Boyacá Ltda.
Mediante auto del 19 de julio el 2016 se desvincularon a María Lucila Gutiérrez León y a la sociedad Inversiones Boyacá Ltda.
Una vez practicadas las pruebas decretadas se remitió el expediente al Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá- Sala Civil especializada en Restitución de Tierras, el que, por auto de 17 de enero de 2018 decretó pruebas de oficio. 
OPOSICIÓN

Enterada de la solicitud de restitución de tierras presentada por el señor Florencio Vargas Patiño, la señora Blanca Carranza de Carranza, a través de apoderado judicial presentó escrito de contestación de demanda, oponiéndose a todas y cada una de las pretensiones formuladas por el Actor. 
En cuanto a los hechos, aceptó los identificados con los números 3, 5, 6, 8, 12, 19, 24, 30, 34, 35, 38 y 43. No aceptó los números 25 al 29, 31, 32, 33, 36, 37, 39, 40 y 42; aceptó como probables los números 9, 11, 13 y 23; pidió que se prueben los números 4,7,10 y 14 al 18 y 20 al 22, y señaló que no son hechos los números 1, 2 y 4.

En cuanto a la contestación que se hace de los hechos de la demanda se acepta de manera general el contexto de violencia que se vivió en el municipio de Villavicencio, así como en todo el departamento del Meta, pero se niega la aseveración hecha por la Unidad de Restitución de Tierras sobre la vinculación del señor Víctor Manuel Carranza Niño con grupos armados ilegales. Indica que la justicia colombiana lo exoneró de toda responsabilidad, y que por tanto, es aberrante lo manifestado por la Unidad de Tierras, quien pone en entredicho el buen nombre de este señor.

Como fundamento de su defensa formuló la excepción que denominó: INEXISTENCIA DE LA CAUSAL INVOCADA POR LA PARTE DEMANDANTE PARA LA RESTITUCIÓN”.
Comienza el apoderado de la Accionada por recordar los conceptos de Víctima, de Despojo y de Abandono Forzado que trae la Ley 1448 de 2011.  Así como las presunciones de estas últimas situaciones. También hace referencia a la definiciòn  de Desplazado de la Ley 387 de 1997 y la obligación de declarar o denunciar el despojo o el desplazamiento forzado ante el Ministerio Público.
Indica que la condición de víctima del Demandante no aparece probada en el expediente, como tampoco la de desplazado, que lo único que se encuentra son las declaraciones del peticionario, del administrador de las fincas y de la familia del Actor, y que al comparar las declaraciones rendidas ante la Unidad de Tierras son contradictorias y no dan cuenta de la negociación de los inmuebles.
Que tanto el Administrador como la esposa del Demandante afirman ante la Unidad de Tierras, en relación con secuestro del que se habla en la demanda, que llegó un grupo de hombres y que se identificaron como miembros de la guerrilla, señala el primero, y concretamente como la guerrilla de  las FARC, señala la esposa. Que por ende, de resultar probada la condición de víctima del señor Florencio, el victimario sería la guerrilla de las FARC.
Que el señor Florencio Vargas Patiño no fue despojado, sino que vendió de manera voluntaria los inmuebles reclamados en restitución ,  y recibió por los mismos el precio justo, que fue la suma de mil millones de pesos; valor muy superior al catastral y más alto que el comercial. Que tampoco fue desplazado porque según él mismo lo afirma se podía mover libremente por los departamentos del Meta y de Casanare. Que entonces no se dan las causales consagradas en el artículo 77 de la ley 1148 de 2011, y por tanto, no existe causal para anular el contrato de compraventa suscrito entre el demandante y la señora Blanca Carranza de Carranza.

Que el señor Florencio Vargas decidió vender los inmuebles y buscó los servicios del doctor Velandia por las calidades humanas del mismo, para que le ayudara a conseguir un comprador, pues ante el asedio de la guerrilla era muy difícil encontrarlo. Que de la declaración del demandante ante la Unidad de Restitución de Tierras se infiere que el doctor Velandia lo llamó, una vez que le tuvo al cliente, y que aquel consultó con su encargado y su familia, y que una vez tomada la decisión de vender, se acordó el precio de 1000 millones de pesos y se le entregaron cuatro cheques cada uno por 250 millones de pesos.  
Que para la fecha en que el señor Florencio Vargas afirma que consultó con su encargado y con su familia sobre la venta de los inmuebles pedidos en restitución este no conocía al comprador, lo cual se infiere, indica, de lo manifestado por el demandante ante la Unidad de Restitución de Tierras, en la que, refiriéndose al doctor Velandia:

En marzo del 97, él me llamó por teléfono, yo me encontraba aquí en Villavicencio, entonces nos encontramos no recuerdo donde y me dijo yo tengo el cliente yo consulté con mi encargado con la gente que trabaja y con un hermano y ellos me aconsejaron si, si no vende seguramente. si nos van a matar es a todos. 
Que no aparece en el expediente siquiera indicio de que se obligara al demandante a vender. Que el señor Florencio Vargas tenía muchas deudas pendientes con entidades bancarias y particulares, y que la única forma de cancelarlas era vendiendo los inmuebles para evitar que le fueran rematados.
Que tampoco está probada la calidad de desplazado del demandante, que lo único que existe son las manifestaciones de éste. Que la Unidad de Restitución de Tierras al proferir la resolución de inscripción de los predios solicitados en restitución no tuvo en cuenta la definición de presunción de derecho, y aceptó simplemente lo pedido por el Accionante.

Que la presunción consagrada en el artículo 77 de la Ley 1448 de 2011 se refiere a las personas condenadas por pertenencia, colaboración o financiación de grupos ilegales, y que a la señora Blanca Carranza de Carranza no le aparece investigación penal vigente, ni ha sido sentenciada por comisión de algún hecho punible, que al vendedor sí se lo investigó por violación a la Ley 30 de 1986, investigación que fue suspendida.
Como sustento de derecho citó la   Ley   1448   del    2011,   los   decretos: 4633,4634, 4800,4801, 4803 4829 del 2011  y, demás normas concordantes y complementarias
PROBLEMA JURÍDICO 

Establecer si en el caso que nos ocupa concurren los requisitos señalados en la Ley 1448 de 2011 para que surja el derecho a la restitución de tierras en favor del señor Florencio Vargas Patiño y su esposa Mireya Martín Huertas.
Requisito de Procedibilidad

Antes de emitir concepto en relación con las pretensiones de la demanda advierte esta procuraduría que se cumple con el requisito de procedibilidad en cuanto a que los predios San José, La Migaja y Migaja Segunda, ubicados en la vereda Caños Negros del municipio de Villavicencio – Meta - fueron registrados en el Registro Único de Tierras Despojadas y Abandonadas a través de la Resolución número RT0389 del 6 de abril de 2015.

Análisis del Caso

El artículo 75 de la Ley 1448 de 2011, establece quiénes son titulares del derecho fundamental de restitución de tierras, en los siguientes términos: 
ARTÍCULO  75. TITULARES DEL DERECHO A LA RESTITUCIÓN. Las personas que fueran propietarias o poseedoras de predios, o explotadoras de baldíos cuya propiedad se pretenda adquirir por adjudicación, que hayan sido despojadas de estas o que se hayan visto obligadas a abandonarlas como consecuencia directa e indirecta de los hechos que configuren las violaciones de que trata el artículo 3º de la presente Ley, entre el 1º de enero de 1991 y el término de vigencia de la Ley, pueden solicitar la restitución jurídica y material de las tierras despojadas o abandonadas forzadamente, en los términos establecidos en este capítulo. 
Así pues, para que surja el derecho a la restitución de tierras consagrado en la Ley 1448 de 2011, es necesaria la existencia de un vínculo con el predio reclamado en restitución, en calidad de propietario, poseedor, o explotador de bien baldío con la pretensión de adquirirlo por adjudicación; y que esta relación con el inmueble se haya perdido por despojo o abandono forzado, en razón de hechos constitutivos de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridos en el marco del conflicto armado interno, entre el 1 de enero de 1985 y el término de vigencia de la Ley 1448 de 2011, de los cuales haya sido víctima el solicitante o la persona de quien deriva su derecho.

Dicho en otras palabras, se requiere que la pérdida del vínculo con el predio (por despojo o abandono forzado) que es el DAÑO que se busca reparar con la Acción de Restitución de Tierras (entre otras finalidades de la misma) sea el resultado de una victimización, de las características señaladas en el Artículo 3 de la Ley 1448 de 2011, ocurrida dentro del contexto de un conflicto armado interno, y que este marco de violencia guarde relación de causalidad con los hechos victimizantes.

Del Vínculo con el predio.

En el caso que nos ocupa se tiene que, según las pruebas allegadas al proceso, el señor Florencio Vargas Patiño adquirió el derecho de dominio sobre los predios denominados San José, La Migaja y Migaja Segunda, ubicados en la Vereda Caños Negros del municipio de Villavicencio  – Meta – de la siguiente manera: 

Predio San José, identificado con el folio de Matrícula Inmobiliaria número 230-33061, por compra al señor Posidio Hernández Ladino, mediante Escritura Pública No. 1782 del 4 de julio de 1989.

Predio La Migaja, identificado con el Folio de Matrícula Inmobiliaria número 230-17072, por compra al señor Luís Gonzalo Gutiérrez, mediante Escritura Pública No. 799 del 3 de mayo de 1988.

Predio Migaja Segunda, identificado con el Folio de Matrícula Inmobiliaria número 230-33479, por compra al señor Luís Gonzalo Gutiérrez, mediante Escritura Pública No. 799 del 3 de mayo de 1988.

Por lo anterior es claro que se cumple este primer requisito.

Del conflicto armado interno

En cuanto al conflicto armado interno vivido en el municipio de Villavicencio – Meta - da cuenta el documento de Análisis de Contexto elaborado por la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas -UAEGRTD-, y que hace parte de la Resolución No RT 0389 del 6 de abril de 2015 a través de la cual se decide la inscripción de los predios pedidos en restitución, el cual constituye prueba fidedigna, de acuerdo con lo establecido en el Artículo 89 de la Ley 1448 de 2011. 

Señala la UAEGRTD que por las características geográficas del municipio de Villavicencio y por su desarrollo económico fue considerado como un sitio con oportunidades para el desarrollo de actividades de grupos armados al margen de la ley. Que desde mediados de los años ochenta también hicieron presencia grupos de paramilitares en el municipio de Villavicencio, donde actuaron principalmente “desde bases urbanas: o semiurbanas,´situadas muy próximas a /as bases militares como el caso Yopal, Villanueva, Granada y Vi!lavicencío’"
Adicional a ello, es un hecho notorio la situación de violencia que se vivió en el País y particularmente en el departamento del Meta para la fecha en que se dice en la demanda, que ocurrieron los hechos victimizantes. Por lo que se cumple con el requisito del contexto de violencia exigido por la Ley 1448 de 2011.
Del hecho victimizante como grave violación de los derechos humanos.

El conflicto armado interno, conlleva necesariamente la ocurrencia de daños, es decir, la generación de víctimas, pues la simple presencia de los grupos armados al margen de la ley, produce en los habitantes del territorio donde se encuentren estos grupos, temor de ser blanco de sus ataques, y menoscaba la libertad de dicha población. No obstante, para efectos de las medidas de atención, asistencia y reparación la Ley 1448 de 2011 señaló de manera expresa, a quiénes se consideran víctimas.

Así el artículo tercero determinó:

ARTÍCULO  3°. VÍCTIMAS. Se consideran víctimas, para los efectos de esta ley, aquellas personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1º de enero de 1985, como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno.

Como se advierte de la lectura del artículo transcrito, la norma trae unos elementos diferenciadores para establecer a qué víctimas les es aplicable la Ley 1448 de 2011. Esto, porque es regla general que todo daño debe ser reparado, vale decir, que toda víctima tiene derecho a que se le resarza. Sin embargo, teniendo en cuenta que la Ley 1448 de 2011 trae un proceso expedito, solo aquellos casos correspondientes a violaciones del Derecho Internacional Humanitario o a graves violaciones de los Derechos Humanos en el marco del conflicto armado interno, pueden tramitarse conforme a sus disposiciones.

Ahora bien, como hechos victimizantes señala el señor Florencio Vargas Patiño:

Que fue objeto de extorsiones, secuestro y despojo de los predios pedidos en restitución. Que a pesar de las amenazas y boleteos que padeció durante cuatro o cinco años, no tenía intenciones de vender, sino de arrendar o ceder los predios hasta que la situación mejorara para poder continuar con sus actividades.

Que con anterioridad al despojo fue víctima de un secuestro que duró 14 días y que hubo que pagar una suma de dinero por su liberación; que posteriormente, la semana anterior a la venta de los predios, fue extorsionado y tuvo que pagar $8’000.000.

Que un día lo llamó el doctor Pedro Velandia y le dijo que le tenía un cliente para las fincas, a lo que le respondió que no estaban en venta; que el doctor Velandia le insistió y le advirtió que era mejor que las vendiera porque a la viuda se las comprarían más baratas, lo que interpretó, afirma, como una amenaza, por lo que consultó con el administrador de los inmuebles y con la familia, llegando a la conclusión de que era mejor enajenarlas, pues de lo contrario ponía en riesgo su vida y la de su familia.
Que le manifestó al abogado la aceptación y este le dijo que tranquilo que “mañana llega el cliente”, y que al día siguiente, antes de las seis de la mañana llegó el señor Víctor Carranza con hombres armados en cinco camionetas y le ofreció $2.000’000.000 por las fincas y le giró cuatro cheques por $500´000.000 cada uno, con fecha abierta para ser cobrados cuando se le indicara. 

Que a pesar de que el señor Carranza le había dicho que podía sacar sus pertenencias, él tuvo que viajar a Yopal, y como a los tres días cuando regresó ya no lo dejaron entrar ni siquiera a sacar la ropa y las bicicletas de los niños.

Que de los cuatro cheques cobró dos por un valor de 1000 millones de pesos de los cuales el doctor Velandia tomó 100 millones por concepto de comisión. Que los otros dos cheques fueron hurtados del apartamento en donde residía en Bogotá. 

Que el día en que se firmó la escritura pública de compraventa en favor de la señora Blanca Carranza de Carranza, esposa del señor Víctor Carranza, le cobró a ella el saldo, pero esta manifestó que eso lo manejaban su esposo y el abogado.

Se advierte que son varios los hechos victimizantes que narra el Actor, como son: extorsiones, secuestro y por último, el despojo jurídico y material de los predios de su propiedad denominados San José, La Migaja y Migaja Segunda, ubicados en la vereda Caños Negros del municipio de Villavicencio – Meta -.
Sobre las extorsiones y el secuestro por parte de grupos armados ilegales de que se dice en la demanda que fue víctima el señor Florencio Vargas Patiño no existe ningún tipo de controversia en el proceso, pues la parte opositora través de su apoderado acepta la posibilidad de ocurrencia de estos hechos victimizantes, teniendo en cuenta el contexto de violencia vivido en el municipio de Villavicencio, hecho notorio, que no admite discusión. Además, las declaraciones rendidas ante el Juez Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Villavicencio, por los señores Nereo Cardenal Rache, Rosalba Garavito Camacho, Mireya Martín Huertas, Marco Antonio Vargas Patiño y José Vicente Vargas Patiño constituyen elementos suficientes para tener por demostrada la calidad de víctima del Demandante, pues tales hechos (extorsión y secuestro) configuran graves violaciones a los derechos humanos.

No obstante lo anterior, no ocurre lo mismo con el tema de la amenaza y posterior despojo material y jurídico que atribuye el Accionante al señor Víctor Manuel Carranza Niño, con la participación de su abogado, el doctor Pedro Velandia, ya que según la parte opositora la negociación de los predios pedidos de restitución se hizo de común acuerdo, es decir, que se discute la coacción de que se dice por parte del actor fue objeto para vender dichos inmuebles.
Entonces, no obstante que se reconoce al Accionante la calidad de víctima del conflicto armado interno, teniendo en cuenta que para tener derecho a la restitución de tierras no basta con ser víctima en los términos del Artículo 3º de la Ley 1448 de 2011, sino que se requiere que como consecuencia del hecho victimizante haya ocurrido un Despojo o Abandono Forzado respecto de los predios solicitados en restitución, y que en el caso que nos ocupa, se dice por el Demandante que fue despojado de los predios de su propiedad denominados San José, La Migaja y Migaja Segunda, el análisis del asunto bajo estudio debe continuarse en relación con el Despojo señalado en la demanda, el cual se niega por la parte opositora.
Aquí vale la pena resaltar que, a pesar de los actos de violencia de que fue objeto el Demandante, ninguno de ellos tuvo para el señor Florencio Vargas Patiño la entidad suficiente para que se produjera un Abandono del predio, pues como lo indica, las amenazas y extorsiones se venían produciendo desde 1993, y él continuaba viviendo en la Migaja, en espera de que un día mejoraran las condiciones de orden público. Es pues, un Despojo de sus predios lo que juicio del Demandante, le da derecho a la restitución de los mismos.
En relación con el tema el artículo 74 de la Ley 1448 de 2011, define el despojo, de la siguiente manera:  

ARTÍCULO 74. DESPOJO Y ABANDONO FORZADO DE TIERRAS. Se entiende por despojo la acción por medio de la cual, aprovechándose de la situación de violencia, se priva arbitrariamente a una persona de su propiedad, posesión u ocupación, ya sea de hecho, mediante negocio jurídico, acto administrativo, sentencia, o mediante la comisión de delitos asociados a la situación de violencia.

(…)

El artículo 74 de la Ley 1448 de 2011 concibe el despojo como una privación de la propiedad, posesión u ocupación, pero agrega unos ingredientes normativos. Así pues, exige la norma que la privación sea arbitraria y que se haya realizado” aprovechándose de la situación de violencia”
Nos habla el Demandante de un despojo material y jurídico, por cuanto, según afirma, se vio obligado a transferir el derecho de dominio sobre los predios pedidos de restitución, y además, después de la negociación, mientras realizó un viaje al municipio de Yopal, sin mediar entrega, los predios fueron tomados por personas, que a su regreso le impidieron ingresar, e incluso retirar la ropa de los niños y las bicicletas de estos. 

Sobre la venta de los predios, que afirma el Demandante que se trató de un despojo, declararon las siguientes personas: 

Nereo Cardenal Rache

El señor Nereo cardenal hace un relato de una noche en que 12 hombres se presentaron en la finca San José buscando al señor Florencio Vargas Patiño y que al no encontrarlo allí, cinco de ellos se fueron hasta la finca La Migaja, pero que no se lo llevaron porque estaba acompañado de muchas personas con las cuales se encontraba tomando, pero que en todo caso debió cancelar la suma de 10 millones de pesos. 

En cuanto al tema concreto del despojo que señala el Demandante afirma lo siguiente:
“Sé que la vendió como en el 96; la vendió no, sino que se la quitaron, entonces ya pues, cuando ya la entregó y me dijo vámonos hasta Yopal. Nos fuimos para Yopal que le habían dado un mes de plazo para desocuparla y nosotros no fuimos para Yopal y al otro día volvimos y ya habían sacado toda la gente y no le dejaron sacar nada a nadie”.
Señala también el señor Cardenal Rache que el señor Víctor Carranza estuvo con el doctor Velandia paseando la finca. Que él no sabía si se la iban a comprar o se la iban a quitar; que el señor Florencio le dijo que se la iban a quitar. Que fueron hombres armados en cinco camionetas
Rosalba Garavito Camacho
Afirma que ella y su esposo Nereo Cardenal eran los administradores de las fincas y que llegaron a trabajar con don Florencio desde que las compró hasta que se las quitaron; que el demandante nunca puso las fincas en venta. 

Cuenta también la señora Rosalba el mismo episodio que narró su esposo, en el que hombres armados llegaron una noche a buscar al señor Florencio Vargas Patiño, y que no se lo llevaron por estar departiendo con otras personas, pero que fue obligado a entregar una suma de dinero, para lo cual fueron comisionados el hermano del Accionante y el señor Nereo Cardenal
Mireya Martín Huertas

La señora Mireya Martín, esposa del Demandante refiere el secuestro de su esposo y una posterior extorsión de que este fue víctima, cuando hombres armados llegaron en su busca, pero por estar con muchos familiares, estos  hombres se marcharon y dejaron razón que se presentara al día siguiente, lo cual motivó que ella no regresara más a la finca.

Que supo después que un señor Velandia dijo a su esposo que vendiera los predios, pero ellos no tenían intención de vender; que su esposo se reunió con el señor Víctor Carranza; que después de negociar la finca en contra de su voluntad por un valor de 2.000’000.000 su esposo se marchó al municipio de Yopal con el administrador y cuando regresó no lo dejaron entrar, ni sacar sus pertenencias.
Marco Antonio Vargas Patiño

Da cuenta de las extorsiones y el secuestro del cual fue víctima el señor Florencio Vargas. En cuanto a la venta de los predios que se reclaman en restitución señala que supo del negocio que el señor Florencio Vargas hizo con el doctor Pedro Velandia, y que fue bajo presión; que no conoce cuánto recibió por las fincas; que su hermano no quería vender los predios. Que supo del señor Víctor Carranza por las noticias.

 José Vicente Vargas Patiño  
Indica que en el año 1988 su hermano Florencio Vargas Patiño lo invitó a trabajar con él en los predios San José, La Migaja y Migaja Segunda, ya que es técnico agropecuario; que trabajó con él desde el año 1988 hasta 1997 y que en este tiempo sucedieron muchos episodios de violencia hacia su hermano como el envío de panfletos exigiendo sumas de dinero, el secuestro y los carteles invitando a su sepelio. Que don Florencio le comentó que le tocó vender las fincas y que le dieron cuatro cheques por valor de 2000 millones de pesos; que su hermano se fue para Yopal con el administrador y él se quedó en la finca. Que a los dos días llegaron seis hombres armados y de manera amenazante le pidieron que se marchara. Que no se hizo ningún tipo de entrega, que don Florencio presentó denuncia penal de los hechos, pero que no demandó para recuperar la finca porque ningún abogado aceptaba el poder.

A pesar de que la aseveración de despojo hecha por el señor Florencio Vargas encuentra eco en las declaraciones rendidas por los señores Mireya Martín Huertas, Nereo Cardenal Rache,  Rosalba Garavito Camacho, José Vicente Vargas Patiño y Marco Antonio Vargas Patiño, lo cierto es que ninguno de ellos afirma haber presenciado el momento de la amenaza hecha por el doctor Velandia, en el sentido de que debía vender o que de lo contrario, se le compraría más barato a la viuda, sino que siempre manifestaron que el señor Florencio les contó que había vendido las fincas en contra de su voluntad. Por tanto, la coacción de que afirma haber sido objeto el señor Florencio Vargas, y que vicia el consentimiento estaría amparada únicamente por la presunción de buena fe consagrada en el artículo 5º de la ley 1448 de 2011, pues en el caso que nos ocupa no es aplicable la presunción contemplada en el artículo 77 de la ley 1448 de 2011, ya que esto exige que la venta se haya realizado a personas que hayan sido condenadas “por pertenencia, colaboración o financiación de grupos armados que actúan por fuera de la ley cualquiera que sea su denominación, o por narcotráfico o delitos conexos, bien sea que estos últimos hayan actuado por sí mismos en el negocio, o a través de terceros, y en el caso que nos ocupa tal condición no se da, pues no se demostró en el proceso una condena en contra del señor Víctor Manuel Vargas Patiño por estos delitos. Por el contrario, se aportó copia de la parte resolutiva de la sentencia mediante la cual el señor Víctor Manuel Carranza Niño fue absuelto de los cargos que se le formularon en ese momento como patrocinador de grupos paramilitares.

Ahora bien, la buena fe de que nos habla el artículo 5º de la Ley 1448 2011 constituye una inversión de la carga de la prueba, pero no significa que con la sola manifestación de despojo en el marco del conflicto armado interno, se pueda dejar sin valor un documento público como es una escritura pública de compraventa, pues se correría el riesgo de invalidar cualquier negocio jurídico, por el hecho de haberse realizado en una zona de conflicto armado interno.
En el caso que nos ocupa es razonable que, siendo un hecho notorio el vínculo con paramilitares que se atribuía al señor Víctor Carranza, el señor Florencio Vargas Patiño se hubiera sentido intimidado y obligado a vender, aun sin haber recibido amenaza alguna de parte del señor Carranza o de su esposa. Sin embargo, tal apreciación subjetiva no puede tomarse como una coacción que implique un despojo, ya que existen elementos que dan a entender que hubo una verdadera negociación, pues según lo manifestado por el  señor Florencio Vargas, el señor Carranza le insistió que le vendiera el día que llegó a ver las fincas, y no se entiende por qué alguien con la intención de privar a otro del derecho de dominio por la fuerza, se tome el trabajo de negociar. 

Otro aspecto que llama la atención a esta agente del Ministerio Público es lo manifestado por el Demandante en el sentido de que el abogado Pedro Velandia tomó la suma de 100 millones de pesos por comisión, cuando la plata de los dos cheques, que afirma el Actor que se hicieron efectivos, le fueron pagados a éste. Entonces debió ser el Accionante quien cancelara la suma de dinero al profesional del derecho; y no se indicó en el proceso que se hubiera presentado alguna amenaza para exigir esta comisión.

Por lo anteriormente expresado estima esta Procuraduría que no se demostró en el proceso que la venta realizada por el señor Florencio Vargas Patiño a la señora Blanca Carranza de Carranza, esposa del señor Víctor Manuel Carranza Niño, de los predios San José, La Migaja y Migaja Segunda, ubicados en la vereda Caños Negros del municipio de Villavicencio – Meta -, constituya un despojo en los términos del Artículo 74 de la Ley 1448 de 2011.
Ahora bien, en cuanto al precio de los inmuebles, si no se pagó el valor acordado o se estipuló una suma muy inferior al justo precio, lo que puede configurarse es un incumplimiento del contrato o una lesión enorme, que en todo caso no estaría dentro de las situaciones contempladas por la Ley 1448/ 2011. 
Atentamente,
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